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ACCIONANTE:  CARMEN ELISA ASPRILLA P.
NIEGA AMPARO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.
El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 1ª instancia – 31 de agosto de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Niega el amparo solicitado

Radicación Nro. :
660012204000 2017 00183 00
Accionante: 
CARMEN ELISA ASPRILLA PEÑA
Accionado:
MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL Y OTROS
Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 
DEBIDO PROCESO E IGUALDAD / PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN POR MUERTE Y GASTOS FUNERARIOS / INEXISTENCIA DE LA VULNERACIÓN ARGÜIDA. [S]e advierte que el procedimiento que actualmente ejecuta el ADRES es acorde con los parámetros establecidos para este tipo de situaciones, y por ello su actuación no es arbitraria ni quebrantadora de los derechos fundamentales de la tutelante, sino que es originaria en un deber y facultad legal que le asiste para cumplir adecuadamente con la función que le fue encomendada. Puede ser cierto que otras de las reclamaciones que figuraban en el referido paquete ya hayan sido desembolsados los auxilios o indemnizaciones, pero muy seguramente debido a que las mismas no presenta la alerta referida por la entidad. Adicionalmente, como bien lo señaló la Jefe de la Oficina Jurídica de la entidad, una vez se finiquite esa nueva validación, si se corrobora la pertinencia del pago, se adelantarán las acciones pertinentes para realizar el giro, informando a la solicitante el procedimiento a seguir. Así las cosas, acorde con lo discurrido, no puede concederse la protección de las garantías constitucionales invocadas, por cuanto el proceder de la entidad encargada de autorizar el pago de la indemnización reclamada por la tutelante se encuentra ajustada a derecho; en consecuencia, se negará el amparo deprecado.

                             REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                             PEREIRA-RISARALDA 

                                                   RAMA JUDICIAL 

[image: image1.png]


TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, treinta y uno (31) de agosto de dos mil diecisiete (2017)

                                                                    Acta de Aprobación N° 878
                                                    Hora: 3:50 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por la ciudadana CARMEN ELISA ASPRILLA PEÑA mediante apoderado judicial contra el Ministerio de Salud y Protección Social, y la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud -ADRES-, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso e igualdad.     

2.- SOLICITUD 

Lo consignado en el escrito de tutela se puede concretar así: (i) en septiembre 24 de 2016 el menor RAFAEL GERARDO ASPRILLA PEÑA fue arrollado por la motocicleta de placas HGG69B, conducida por el señor EYDER ELIÉCER MURILLO, y debido a la gravedad de la heridas falleció; (ii) el referido automotor para la fecha del accidente no contaba con el seguro SOAT, por lo que en enero 31 de 2017 se hizo  reclamación de indemnización por muerte y gastos funerarios ante la Subcuenta ECAT del FOSYGA, la cual quedó radicada al N° 51015027; (iii) en mayo 30 de 2017 mediante oficio N° UTF2014-OPE-22488 se informó que luego de la auditoría integral realizada por la firma contratada por el Ministerio de Salud y Protección Social, la reclamación resultó aprobada; (iv) en junio 28 de 2017 mediante la página web www.fosyga.gov.co se comunicó sobre el pago de las solicitudes del paquete 22022, en total 14, excepto la de la actora, lo que vulnera los derechos al debido proceso e igualdad; y (v) telefónicamente se le indicó por el Consorcio SAYP 2011, administrador de los recursos del FOSYGA- hoy ADRES-, que el Ministerio de Salud no había incluido en las órdenes de pago su reclamación; (vi) de acuerdo con lo establecido en el inciso 3 del artículo 38 del Decreto 056/15 el pago debe hacerse dentro del mes siguiente a la fecha del cierre efectivo y certificación del proceso de auditoría integral, so pena del pago de intereses moratorios; y (vii) la acción es procedente en este evento -al respecto cita aparte de la sentencia de enero 18 de 2016 rad. 76001233300020150126801 del Consejo de Estado-.
Con fundamento en lo anterior, solicita el amparo de los derechos fundamentales aludidos; y, en consecuencia, se ordene al Ministerio de Salud y Protección Social que proceda a generar la ordenación del gasto y la autorización del giro correspondiente a la reclamación, para efectos de dar por terminado el trámite administrativo, y a la administradora ADRES, que una vez adelantadas las anteriores gestiones, desembolse de manera inmediata los recursos correspondientes.
 3.- CONTESTACIÓN

- El Director Jurídico del Ministerio de Salud y Protección Social  indica que la acción es improcedente contra esa entidad, toda vez que no ha vulnerado ni amenazado los derechos invocados por la tutelante.
Resalta que el artículo 66 de la Ley 1753/15 previó la creación de una entidad de naturaleza especial con personería jurídica, autonomía administrativa y financiera, y patrimonio propio, y mediante el Decreto 546/17 nació a la vida jurídica la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud-ADRES, encargada de administrar los recursos del sistema, con el fin de garantizar el adecuado flujo y los respectivos controles a partir del 01 de agosto de 2017, la cual desde esta fecha tiene a su cargo todos los procesos judiciales y administrativos, solicitudes, comunicaciones, y atención de peticiones, quejas y reclamos dirigidas a la extinta Dirección de Administración de Fondos de la Protección, al FOSYGA, al Administrador Fiduciario de Fondos del FOSYGA, al Consorcio SAYP 2011, serán atendidos por el ADRRES.
Con fundamento en lo anterior, solicita exonerar a ese ministerio de responsabilidad en esta actuación, y vincular a la referida entidad.
- La Jefe de la Oficina Jurídica de la Administradora de los Recursos del Sistema  General de Seguridad Social en Salud-ADRES indicó que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 66 de la Ley 1753 de 2016 y atendiendo lo establecido en el artículo 21 del Decreto 546/17 a partir del 1 de agosto del presente año entró en operación esa entidad, adscrita al Ministerio de Salud y Protección Social, con personería jurídica, autonomía financiera y patrimonio independiente, encargada de administrar los recursos que hacen parte del Fondo de Solidaridad y Garantía-FOSYGA, artículo 5 del Decreto 1432/16 modificado por el artículo 1 del Decreto 547/17, siendo suprimido éste último.
Luego de hacer un recuento de todas las etapas por las que deben pasar las solicitudes hechas a la Subcuenta ECAT del FOSYGA –hoy ADRES-, refiere que en el caso concreto el entonces administrador de los recursos del FOSYGA, Consorcio SAY 2011-, recibió información respecto de unos hechos atípicos asociados a reclamaciones de personas naturales, de acuerdo a la cual se levantó una alerta en el paquete 22022 por posibles fraudes, y en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 15 del Decreto 1281/02 se iniciaron unas validaciones adicionales a algunas de las peticiones que ya habían sido aprobadas por la Unión Temporal FOSYGA 2014, entre ellas, la correspondiente al N° 51015027, cuya beneficiaria la señora CARMEN ELISA ASPRILLA PEÑA, identificada con cédula de ciudadanía N° 31´601.887, y en la que pretende el pago de indemnización por muerte y gastos funerarios de la víctima RAFAEL GERARDO ASPRILLA PEÑA.
Refiere que una vez finalicen los respectivos análisis, y se si de conformidad con ello se corrobora la pertinencia del pago, esa entidad adelantará las acciones pertinentes para realizar el giro, informando a la solicitante el procedimiento a seguir. Aclara que las acciones adoptadas no buscan vulnerar ningún derecho, sino por el contrario, propenden por garantizar el pago de lo debido y la protección de los recursos del Sistema General de Salud Social en salud que administra, con fundamento en lo establecido en el citado Decreto 1281.

Acorde con lo anterior, solicita se niegue el amparo solicitado, ya que de los hechos descritos y el material probatorio se evidencia que esa administradora no ha desplegado conducta alguna que vulnere los derechos fundamentales de la accionante.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91, 306/92 y 1069/15.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en el presente evento violación a los derechos fundamentales al debido proceso e igualdad de la actora; y en caso afirmativo, determinar cuál es la actuación que deben realizar los accionados a efectos de hacer cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución 

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

La señora CARMEN ELISA ASPRILLA PEÑA acude ante el juez constitucional, mediante apoderado judicial, con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra sus derechos fundamentales al debido proceso e igualdad, consistente en que no se le ha efectuado el pago de la indemnización por muerte y gastos funerarios que presentó ante la Subcuenta ECAT del FOSYGA desde enero 31 del presente año, en condición de beneficiaria del menor RAFAEL GERARDO ASPRILLA PEÑA (fallecido).
Al respecto lo primero que debe aclarar la Sala, tal como lo indica la misma accionante, y replicaron en sus respuestas las entidades demandas, es que a partir del 01 de agosto de 2017 la Administradora de los Recursos del Sistema  General de Seguridad Social en Salud-ADRES, reemplazó al Fondo de Solidaridad y Garantía -FOSYGA y demás subcuentas y consorcios que tenían relación con éste, y actualmente es la encargada de administrar los recursos del sistema, conforme lo consagrado en el artículo 66 de la Ley 1753 de 2016 y el 21 del Decreto 546/17; por tanto, es dicha administradora a la que corresponde efectuar los trámites relacionados con la solicitud elevada por la aquí tutelante.

La principal inconformidad de la señora ASPRILLA PEÑA en relación con la reclamación efectuada por ella, obedece a que ya le había sido informado que su petición fue aprobada (mayo 30 de 2017), y posteriormente (junio 28 de 2017) en la página web www.fosyga.gov.co se publicaron los pagos de las solicitudes del paquete 22022, en el que se encontraba su solicitud, en total 14, excepto el suyo, lo que vulnera sus garantías fundamentales, además de pretermitir el plazo consagrado en el inciso 3 del artículo 38 del Decreto 056/15 para hacer el desembolso luego de la certificación de la auditoría -dentro del mes siguiente-.
No obstante, se tiene que de acuerdo con informado por la Jefe de la Oficina Jurídica del ADRES, pese a que ya se habían validado las peticiones contenidas en el paquete 22022 por la Unión Temporal FOSYGA 2014, entre ellas la N° 51015027, cuya beneficiara es la accionante, el Consorcio SAY 2011, para ese entonces administrador de los recursos del fondo, recibió información respecto de unos hechos atípicos asociados a reclamaciones de personas naturales, de acuerdo a la cual se levantó una alerta por posibles fraudes, y en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 15 del Decreto 1281/02, se iniciaron unas validaciones adicionales, las cuales propenden por garantizar el pago de lo debido y la protección de los recursos del Sistema General de Salud Social en salud.

Observa la Sala que el Decreto 1281/02, por el cual se expiden las normas que regulan los flujos de caja y la utilización oportuna y eficiente de los recursos del sector salud y su utilización en la prestación, en efecto su artículo 15 regula la protección de los recursos del FOSYGA, y en el mismo se consagra que sin perjuicio de las directrices que impartan el Ministerio de Salud y el Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud, corresponde al administrador fiduciario del Fosyga -que la actualidad es el ADRES-, adoptar todos los mecanismos a su alcance y considere indispensables para proteger debidamente los recursos a su cargo, con el fin de evitar fraudes y pagos indebidos.

En esas condiciones, se advierte que el procedimiento que actualmente ejecuta el ADRES es acorde con los parámetros establecidos para este tipo de situaciones, y por ello su actuación no es arbitraria ni quebrantadora de los derechos fundamentales de la tutelante, sino que es originaria en un deber y facultad legal que le asiste para cumplir adecuadamente con la función que le fue encomendada.

Puede ser cierto que otras de las reclamaciones que figuraban en el referido paquete ya hayan sido desembolsados los auxilios o indemnizaciones, pero muy seguramente debido a que las mismas no presenta la alerta referida por la entidad.
Adicionalmente, como bien lo señaló la Jefe de la Oficina Jurídica de la entidad, una vez se finiquite esa nueva validación, si se corrobora la pertinencia del pago, se adelantarán las acciones pertinentes para realizar el giro, informando a la solicitante el procedimiento a seguir.  
Así las cosas, acorde con lo discurrido, no puede concederse la protección de las garantías constitucionales invocadas, por cuanto el proceder de la entidad encargada de autorizar el pago de la indemnización reclamada por la tutelante se encuentra ajustada a derecho; en consecuencia, se negará el amparo deprecado.

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE NIEGA el amparo invocado por la ciudadana CARMEN ELISA ASPRILLA PEÑA.

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
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